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CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA /  NO SE PROBÓ UN PERJUICIO IRREMEDIABLE / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL. “[E]l señor Felipe Ospina Vega cuestiona lo dispuesto por la Comisión Nacional del Servicio Civil en el Acuerdo 548 del 13 de Agosto de 2015 (Convocatoria No.331 de 2015), mediante el cual convocó a concurso de méritos para proveer de manera definitiva 561 del personal para la entidad UAEMC, dentro de las cuales se encuentra el cargo de técnico administrativo al que se inscribió el accionante, por considerar que se encuentra en situación de desigualdad al tener que competir con otros participantes de otras regiones para acceder a dicho cargo cuando la opción de vacancia y el examen se hicieron en la ciudad de Pereira. De acuerdo a lo anterior y conforme a la jurisprudencia antes relacionada, esta Colegiatura debe resaltar que el Acuerdo No.548 del 13 de Agosto de 2015 es un acto administrativo de carácter general, impersonal y abstracto, toda vez que establece la voluntad de la CNSC, que en ejercicio de las funciones legales y constitucionales (Ley 909 de 2004 y artículo 250 C.N.) a ella otorgadas, convoca a los interesados que cumplan los requisitos exigidos y estén en el registro de elegibles, para que opten por los cargos enunciados. Por lo tanto, la situación se adecua a lo dispuesto por el numeral 5º del canon 6º, Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es improcedente “(…) Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. (…) Frente a este tipo de actos administrativos nuestro sistema jurídico tiene previstos mecanismos de defensa, como los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad (reguladas en los artículos 137 y 138-2 del CPACA “Ley 1437 de 2011”) mediante los cuales la accionante puede demandar y solicitar la medida cautelar de suspensión provisional (Artículos 229 y 230 ibídem); es decir, cuenta con los medios de control contencioso administrativos, que aún no ha agotado, pues de las pruebas obrantes dentro de la foliatura no puede advertirse tal actuación. Por lo tanto, se insiste que la acción de tutela es una herramienta se caracteriza por ser residual y excepcional, que sólo procede en caso de que no exista otro medio de defensa judicial o que habiéndolo, este no resulta idóneo para salvaguardar las garantías constitucionales reclamadas por el accionante con el fin de evitar un perjuicio irremediable, (…).”. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, trece (13) de febrero de dos mil diecisiete (2017) 

Proyecto aprobado por Acta No.0105
Hora: 7:30 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide en primera instancia de la acción de tutela presentada por el señor Felipe Ospina Vega en contra de la Comisión Nacional del Servicio Civil- CNSC, mediante la cual pretende el amparo de su derecho fundamental al trabajo, a concursar por una vacante circunscripta a la ciudad donde se aplicó por primera vez y a la igualdad.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. El señor Felipe Ospina Vega informó que en el año 2015 se inscribió a la convocatoria realizada por la Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC por solicitud de la entidad Migración Colombia para el empleo N° 211904 - técnico administrativo, la cual cuenta con 5 vacantes en diferentes regiones: 3 en Bogotá, 1 en Nariño y 1 en Risaralda, por lo que aplicó para presentar las pruebas en la ciudad de Pereira, allegando la documentación requerida.

Aseguró que vía telefónica solicitó información sobre el paso a seguir para proveer las vacantes y le informaron que se realizaban por audiencia pública remitiéndolo al Acuerdo 548 del 13 de agosto de 2015 Capítulo VII, en el cual una vez fue revisado, encontró algunas inconsistencias en el sentido de que el empleo para el que concursó el accionante identificado con el No.211904 en la ciudad de Pereira aplica para las vacantes de otras regiones, es decir, para una de la 5 que se encuentran disponibles o “donde se ubique el cargo”. 
Por lo anterior, consideró que lo dispuesto en el Acuerdo 548 de 2015  vulnera el derecho fundamental a la igualdad, siendo injusto que si los participantes que se inscribieron guiados por la vacante de su propia ciudad desde la misma plataforma donde presentaron las pruebas, tengan ahora que competir con otras personas de la ciudad de Bogotá en donde hay tres vacantes y de quienes infiere tienen mejor preparación con probabilidad de obtener mejor puntaje en el concurso que las otras regiones de Nariño y Risaralda.  De tal manera que si se elaboran las listas bajo lo señalado en el Acuerdo 548 de 2015, quien obtenga el más alto puntaje podrá elegir el lugar para emplearse cuando lo más justo y lógico es que se conformen listas de elegibles por cada región para así garantizar una mejor distribución académica y de puntaje de acuerdo a cada zona. En tal virtud, la normativa indicada se debería aplicar al final del proceso y no al principio 
2.2. En el acápite de pretensiones, solicitó: (i) tutelar el derecho fundamental al  trabajo dentro del concurso de méritos y que se elabore una lista de elegibles por cada región sin importar que esté bajo la misma nomenclatura (número de oferta o vacante) en el caso el identificado con el No.211904 y ii) ordenar aplicar en los distintos empleos convocados en los que se evidencia la misma situación donde el número de empleo sea igual pero con varias vacantes, se realicen listas de elegibles por región con base a los participantes que aprobaron el proceso y según el lugar donde eligieron presentar las pruebas, así mismo, los que se presentaron en otras ciudades que no coincidan con la vacante por región sean ubicados en listas de elegibles de la región más cercana donde presentaron el examen y (iii) se proteja el derecho a la igualdad con el fin de que evitar que se realice una única lista de elegibles, debiendo hacerse una lista por cada región lo que asegura este de este derecho a quienes concursaron y presentaron las pruebas en la región donde habitan.

2.3. El actor adjuntó copia del Acuerdo No.548 del 13 de agosto de 2015, de la cédula de ciudadanía y de la OPEC Convocatoria No.331 de 2015 de la Unidad Administrativa Especial de Migración de Colombia (Fls. 7-14).
2.4. Mediante auto del 30 de enero de 2017 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se corrió traslado de la misma a las entidades demandas (folio 17).

3.  RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC
Consideró que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y excepcional, por lo que no procede cuando existan otros medios judiciales, salvo que se use como mecanismo transitorio y cuando se trata de actos de carácter general, impersonal y abstracto como en el presente asunto, toda vez que la pretensión del accionante es la de controvertir las reglas que rigen el proceso de selección convocatoria No.331de 2015 y lo dispuesto en  el Acuerdo No.548 del 13 de agosto de 2015, acto administrativo carácter general que se encuentra vigente y por tanto, es vinculante dentro de las disposiciones contenidas en la ley 909 de 2004, por lo que el accionante tiene a su disposición el mecanismo judicial de la demanda de nulidad de la convocatoria en la justicia contencioso administrativa.

Con respecto al concurso informó que esa Comisión es el organismo encargado de la administración y vigilancia del Sistema General de Carrera de acuerdo a las facultadas asignadas por el artículo 130 de la C.N. y la ley 909 de 2004, en razón a esto adelantó el concurso abierto de méritos para proveer 561 vacantes en la UAEMC en la convocatoria N° 331 de 2015 regulada por el acuerdo N°548 del 13 de agosto de 2015. Así mismo, indicó que para el empleo identificado con código OPEC No.211904 se establecieron diferentes sitios de ubicación de las vacantes y aclaró que las listas de elegibles se conforman y adoptan por el empleo y no por la vacante; por lo tanto, la solicitud del accionante contravía las normas que regulan la convocatoria, quien aceptó los términos de la misma al inscribirse.

Solicitó decidirse desfavorablemente las pretensiones solicitadas por el señor Felipe Ospina Vega declarando improcedente la acción de tutela por no existir vulneración de los derechos fundamentales, máxime que a la fecha no se han conformado las listas de legibles, ni se han llevado a cabo las audiencias públicas. (Fls. 22 -26)
3.2.
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIALA MIGRACIÓN COLOMBIA -UAEMC
Hizo referencia a la normativa por medio de la cual se creó esa Unidad, Decreto 4062 de 2011, con el objeto de ejercer las funciones de autoridad de vigilancia y control migratorio y de extranjería del Estado Colombiano.
Indicó sobre la responsabilidad de la CNSC según lo dispuesto en la ley 909 de 2004, razón por la cual se acudió a esa Comisión para la provisión en propiedad de las vacantes que se encontraban provistas en provisionalidad de la UAEMC, por lo que mediante el Acuerdo No.548 de 2015 se convocó al concurso abierto de méritos para proveer 561 vacantes de la planta de personal de la UAEMC y en el que se fijaron las fases a realizar y los responsables de cada una de ellas.
Por lo tanto, consideró que hay falta de legitimación en la causa por pasiva respecto a Migración Colombia pues no es esta la entidad llamada a atender las pretensiones la acción de tutela ya que las responsables del proceso del concurso de méritos y por lo tanto, solicitó se desvinculara a esa Unidad de la acción de tutela interpuesta por el señor Felipe Ospina Vega (Fls. 36 y 37).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional; 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.  

4.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto

Corresponde a este Tribunal determinar si las entidades accionadas han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante, que amerite la concesión del amparo.

4.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.3.1. En lo relativo a la idoneidad y eficacia del instrumento judicial ordinario, la Corte Constitucional ha expuesto que en desarrollo del artículo 86 de la Carta Política: “la acción de tutela no procede cuando existen otros medios de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Pero en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, apoyado por nutrida jurisprudencia, se establece con claridad que "la existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante".

4.3.2. Por tanto, no es suficiente, para excluir la tutela, la mera existencia formal de otro procedimiento o trámite de carácter judicial y para que ello ocurra “es indispensable que ese mecanismo sea idóneo y eficaz, con miras a lograr la finalidad específica de brindar inmediata y plena protección a los derechos fundamentales, de modo que su utilización asegure los efectos que se lograrían con la acción de tutela. No podría oponerse un medio judicial que colocara al afectado en la situación de tener que esperar por varios años mientras sus derechos fundamentales están siendo violados
. 
4.4. Derecho al trabajo, en relación con los concursos de méritos. La interpretación armónica de los derechos fundamentales al acceso a cargos públicos y al trabajo, permite concluir que no son derechos en pugna, sino, que por el contrario se complementan y la cabal aplicación de uno conlleva a la eficacia del otro, en este sentido la Corte Constitucional ha señalado:

“El derecho al trabajo es una manifestación de la libertad del hombre y por tanto en último término tiene su fundamento en la dignidad de la persona humana. Este conlleva el derecho a obtener un empleo, pero ello no quiere decir, que este derecho implica que existe una prestación u ofrecimiento necesario de trabajo a todo ciudadano que se halle en condiciones de realizarlo. Aparece únicamente bajo la virtualidad que le presta el principio de acceso a los cargos públicos según el mérito y capacidad de los aspirantes, requisitos que tienen su aplicación más rigurosa en el ámbito público. Este derecho fundamental, no llega hasta el extremo de tutelar la aspiración de acceder a un empleo público o privado, pues ello desbordaría el legítimo alcance de su concepción y el marco de las demás libertades y garantías consagradas en el Estatuto Fundamental”.

 
4.5. Ahora bien, la Corte Constitucional tiene establecido que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) la inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales
. 
El presupuesto de la inmediatez, hay reparo si se tiene en cuenta que el Acuerdo No. 548 es del 13 de Agosto de 2015, los hechos que motivaron la resentacion de la demanda son también del año 2015 y la acción de tutela se formuló el 30 de enero de 2017, lo que significa que está sobrepasando los seis (6) meses siguientes a los hechos supuestamente violatarios, que es el plazo general, fijado por la doctrina constitucional
. 

Lo mismo ocurre respecto al tema de la subsidiariedad de la acción de amparo.  Al respecto, se debe tener en cuenta que para que proceda la acción de tutela la Corte Constitucional ha indicado que se deben dar al menos dos excepciones a la regla general
, es decir: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.  Así las cosas, sobreviene memorar la noción de perjuicio irremediable, puesto que como se ha visto, es presupuesto de procedibilidad para examinar, en sede constitucional, la violación o amenaza al debido proceso administrativo, que alega la parte actora.  A propósito, valga recordar que ninguna discusión amerita comprender que ese derecho alegado, tiene la estirpe iusfundamental pretendida; en realidad, la cuestión medular se centra en la viabilidad por virtud del daño irreparable que se logre invocar y probar. Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
4.6.  Sobre las bases de los concursos, la Corte Constitucional en la sentencia T-112A del 2014 indicó que las mismas se convierten en reglas que obligan a los participantes y a las entidades que las convocan por lo tanto deben ser respetadas10 porque de lo contrario se cambiarían las bases que han generado confianza en los participantes conduciendo a la ruptura de la buena fe, la moralidad e imparcialidad:

“La convocatoria es, entonces, la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes y como tal impone las regla de obligatoria observancia para todos. En ella la administración impone los parámetros que guiarán el proceso y los participantes, en ejercicio del principio de buena fe y confianza legítima, esperan su observancia y cumplimiento. La Corte Constitucional, sobre este particular, ha considerado que el Estado debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de autovinvulacion y autocontrol porque la administración debe respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada
4.7. SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO

4.7.1. En el caso sub examine, la Sala advierte que el señor Felipe Ospina Vega cuestiona lo dispuesto por la Comisión Nacional del Servicio Civil en el Acuerdo 548 del 13 de Agosto de 2015 (Convocatoria No.331 de 2015), mediante el cual convocó a concurso de méritos para proveer de manera definitiva 561 del personal para la entidad UAEMC, dentro de las cuales se encuentra el cargo de técnico administrativo al que se inscribió el accionante, por considerar que se encuentra en situación de desigualdad al tener que competir con otros participantes de otras regiones para acceder a dicho cargo cuando la opción de vacancia y el examen se hicieron en la ciudad de Pereira. 

4.7.2. De acuerdo a lo anterior y conforme a la jurisprudencia antes relacionada, esta Colegiatura debe resaltar que el Acuerdo No.548 del 13 de Agosto de 2015 es un acto administrativo de carácter general, impersonal y abstracto, toda vez que establece la voluntad de la CNSC, que en ejercicio de las funciones legales y constitucionales (Ley 909 de 2004 y artículo 250 C.N.) a ella otorgadas, convoca a los interesados que cumplan los requisitos exigidos y estén en el registro de elegibles, para que opten por los cargos enunciados. Por lo tanto, la situación se adecua a lo dispuesto por el numeral 5º del canon 6º, Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es improcedente “(…) Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. 

4.7.3. Frente a este tipo de actos administrativos nuestro sistema jurídico tiene previstos mecanismos de defensa, como los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad (reguladas en los artículos 137 y 138-2 del CPACA “Ley 1437 de 2011”) mediante los cuales la accionante puede demandar y solicitar la medida cautelar de suspensión provisional (Artículos 229 y 230 ibídem); es decir, cuenta con los medios de control contencioso administrativos, que aún no ha agotado, pues de las pruebas obrantes dentro de la foliatura no puede advertirse tal actuación. Por lo tanto, se insiste que la acción de tutela es una herramienta se caracteriza por ser residual y excepcional, que sólo procede en caso de que no exista otro medio de defensa judicial o que habiéndolo, este no resulta idóneo para salvaguardar las garantías constitucionales reclamadas por el accionante con el fin de evitar un perjuicio irremediable, tal como se ha referido la Corte Constitucional en su jurisprudencia de la siguiente manera: 

“Conforme al artículo 86 de la carta, la acción de tutela es un medio de protección de carácter residual y subsidiario, que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo de defensa de los derechos invocados, o cuando existiéndolo no sea apto, o se requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que resultaren eficaces y expeditas para alcanzar la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas, antes de pretender el amparo por vía de tutela. En otras palabras, la subsidiaridad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto[11], pues el amparo no puede desplazar los mecanismos específicos de defensa previstos en la correspondiente regulación común[12].”  (Sentencia T-785/11)

4.7.4.  Por lo tanto, resulta claro que la acción de tutela como instrumento residual y subsidiario no es el escenario pertinente para dirimir la controversia planteada por el accionante, máxime que el señor Ospina Vega al momento de inscribirse a la Convocatoria No.331 de 2015, aceptó los términos de la misma.  Por lo tanto, se reitera que por ser el Acuerdo No.548 del 13 de agosto de 2015 un acto administrativo de carácter general, impersonal y abstracto, no puede el juez de tutela intervenir para ordenar a las entidades demandadas que elaboren una lista de elegibles bajo las condiciones como las plantea el señor Ospina Vega, quien tiene los medios judiciales idóneos en la vía contenciosa administrativa para reclamar la protección de los derechos fundamentales que considera vulnerados.  Frente a este tema, la Corte Constitucional desde sus primeros pronunciamientos, señaló lo siguiente:

“Cuando el desconocimiento, la vulneración o el recorte de los derechos fundamentales se origina en actos jurídicos de carácter general producidos por instancias subordinadas a la Constitución (y todos los poderes constituídos lo son), su efecto general pernicioso puede ser contrarrestado mediante mecanismos especialmente dispuestos para ello, V.gr.: la acción de inconstitucionalidad contra las leyes, o las acciones de nulidad (y de restablecimiento del derecho) contra los actos administrativos. Mediante tales instrumentos se provoca la actuación de un organismo público competente para que, también por vía de disposición general, restablezca el imperio de la juridicidad.  Pero no es ése el caso de la tutela. El mismo artículo 6o. del Decreto 2591 establece en su numeral 5o. que es improcedente la acción «cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto».
 Es que lo que se busca con el mencionado mecanismo es suspender los efectos violatorios o amenazantes de alguno de los derechos fundamentales de una persona determinada, derivados de un acto concreto cuya aplicación deberá suspender el juez, aún mediante medidas provisionales (esto es antes de la sentencia) cuando lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, según las voces del artículo 7o. del Decreto en mención.” (Sentencia T – 321 de 1993).
4.7.5. Aunado a lo anterior, el señor Ospina Vega no demostró que la vía contencioso administrativa no es el medio idóneo para debatir el asunto puesto en conocimiento de esta instancia constitucional,  ni tampoco allegó elementos materiales probatorios que permitieran inferir que se encuentra frente a un daño inminente, si se tiene en cuenta y tal como lo indicó la  CNCS, que en la actualidad no se han conformado la lista de elegibles con respecto a la Convocatoria No.331 de 2015 para proveer los cargos en al UEAMC.

En conclusión, en este asunto en particular  no es procedente la acción de tutela, ni aun como mecanismo transitorio, dada la existencia de otro medio de defensa, no pudiendo prevalecer la acción constitucional ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales invocados por el señor Felipe Ospina Vega.

DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela incoada por el señor Felipe Ospina Vega en contra de la CNSC y la UAEMC.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 
Secretario
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� Corte Constitucional. Sentencias T-100 de 1994, T-256 de 1995, T-325 de 1995, T-455 de 1996, T-459 de 1996, T-083 de 1997, SU-133 de 1998 y T-247 de 2015, entre otras.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-225 de 1993, reiterada en la sentencias T-082 de 2016 y T-095 de 2016, entre otras: según esta sentencia el perjuicio irremediable se caracteriza i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; ii) por ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.


� CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-145 de 2012 y T-082 de 2016, entre otras.


� Sentencias T-225 de 1993, T-436 de 2007, T-016 de 2008, T-1238 de 2008, T-273 de 2009,  � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/jurisprudencia/tutelas/corte%20constitucional/2010/T0660de2010.htm" \o "Haga clic para abrir la Sentencia T-660 de 2010" �T-660 de 2010� y T-082 de 2016, entre otras.
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